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RESPUESTA: 
 

Para el año 2016 se estima que el coste de la prestación de incapacidad temporal por 
contingencias comunes (enfermedad común y accidente no laboral) se situará en el entorno de los 
5.900 millones de euros para el conjunto de Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y 

Entidades Gestoras de la Seguridad Social.  
 

Respecto a la evolución de la prestación y al seguimiento que por parte del Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social se realiza, es de destacar el análisis continuo y exhaustivo de los distintos 
parámetros que inciden en los procesos de incapacidad temporal, publicándose a este respecto en 

internet los principales indicadores que afectan a la evolución de la prestación. 
 

Estas actuaciones de seguimiento de la prestación tienen como principal objetivo conocer en 
todo momento la situación actual y la evolución prevista de la misma, de modo que se puedan 
implementar las medidas necesarias para corregir posibles desviaciones en las distintas actuaciones 

legislativas 
 

En este sentido, en 2014 se publicó el Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por el que se 
regulan determinados aspectos de la gestión y control de los procesos por incapacidad temporal, con el 
claro objeto de avanzar en la coordinación de todas las entidades que participan en la gestión de la 

incapacidad temporal. Esta coordinación se centra en el intercambio de datos entre los Servicios 
Públicos de Salud de las Comunidades Autónomas, el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, las 

Entidades Gestoras de la Seguridad Social y las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social, de 
cara a posibilitar un control más efectivo de la prestación.  

 

Asimismo, el Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, regula la expedición de los partes 
médicos de baja, confirmación y alta, buscando ahorrar trámites burocráticos y adaptando la 

expedición de los partes médicos a los diferentes tipos de patología que pueden padecer los 
trabajadores del Sistema de la Seguridad Social. Para ello, se han establecido unos protocolos de 
temporalidad de los actos médicos de confirmación de la baja, los cuales, sin menoscabar en ningún 

momento el criterio médico del facultativo que emite el parte, asigna el plazo estimado de dura ción del 
proceso, facilitando unos plazos orientativos de duración de la baja. Estos protocolos se materializan 

en unas tablas tipificadas para los distintos procesos patológicos y su incidencia en las actividades 
laborales. 

 

 

http://legislacion.ineaf.es/documentacion/legislacion/Estatal/Real%20Decreto/Real+Decreto+6252014%2C+de+18+de+julio%2C+por+el+que+se+regulan+determinados+aspectos+de+la+gesti%C3%B3n+y+control.pdf
http://legislacion.ineaf.es/documentacion/legislacion/Estatal/Real%20Decreto/Real+Decreto+6252014%2C+de+18+de+julio%2C+por+el+que+se+regulan+determinados+aspectos+de+la+gesti%C3%B3n+y+control.pdf


  

 

 

 

   

 

 

Con posterioridad al citado Real Decreto y como continuación de las medidas desarrolladas 

para un mejor control de las bajas derivadas de la incapacidad temporal, la Ley 35/2014, de 26 de 
diciembre, que modificó el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social en relación con el 
régimen jurídico de las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social profundizaba en la 

colaboración en aquellos aspectos relativos a la gestión de la Seguridad Social, dotando a aquellas 
entidades de instrumentos que les permiten mejorar en la gestión de las distintas prestaciones. 

 
En este sentido, se han llevado a cabo diversas actuaciones para favorecer la disminución del 

absentismo con origen en una contingencia común, incrementando y elevando a rango legal las 

competencias que tenían atribuidas las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social en normas 
reglamentarias.  

 
Así, conforme a lo previsto en el artículo 82.4.a) del Texto Refundido de la ley General de la 

Seguridad Social (TRLGSS), aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, aun 

cuando la competencia para el “control sanitario de las altas y bajas médicas” radica en los Servicios 
Públicos de Salud, las mutuas tienen atribuida la “función de declaración del derecho a la prestación 

económica, así como las de denegación, suspensión, anulación y declaración de extinción del mismo”.  
 
Sobre la premisa de que corresponde a la mutua el abono de la prestación económica por 

incapacidad temporal derivada de una contingencia común, sus posibilidades de actuación en relación 
con este tipo de contingencia se han reforzado reconociéndoles la posibilidad de llevar a cabo dos tipos 

de actuaciones que pueden ayudar a corregir las desviaciones detectadas en esta prestación.  
 
Así, las mutuas tienen la posibilidad de llevar a cabo el control y seguimiento de la prestación 

económica a partir del mismo día de la baja médica. Entendiendo por tales actos de control y 
seguimiento los dirigidos a “comprobar la concurrencia de los hechos que originan la situación de 

necesidad y de los requisitos que condicionan el nacimiento o mantenimiento del derecho, así como los 
exámenes y reconocimientos médicos”.  

 

Como consecuencia de estos actos de control y seguimiento, así como del contenido de los 
partes médicos y de los informes emitidos en el proceso, si las mutuas consideran que el beneficiario 

podría no estar impedido para el trabajo, pueden formular propuestas motivadas de alta médica a través 
de sus propios facultativos. Tales propuestas de altas se dirigen a la Inspección Médica de los 
Servicios Públicos de Salud, que debe pronunciarse acerca de la propuesta de alta en un plazo máximo 

de cinco días hábiles desde el siguiente a la recepción de la propuesta de alta [artículo 84.4.b) y d) 
TRLGSS]. 

 
Por otra parte, las mutuas tienen la posibilidad de realizar pruebas diagnósticas y tratamientos 

terapéuticos y rehabilitadores, con la finalidad de evitar la prolongación innecesaria de los procesos de 

incapacidad temporal causados por una contingencia común. En este caso se exige la previa 
autorización del médico del Servicio Público de Salud y el consentimiento informado del paciente. Los 

resultados de estas pruebas y tratamientos se pondrán a disposición del facultativo del Servicio Público 
de Salud que asista al trabajador para su incorporación en la historia clínica electrónica del paciente 
[artículo 84.4.d) TRLGSS]. 

 
Asimismo, la necesaria colaboración administrativa se materializa mediante la suscripción de 

los convenios que el Ministerio de Empleo y Seguridad Social ha firmado con los organismos 
competentes de las Comunidades Autónomas, demostrando ser instrumentos de gran eficacia en la 
mejora de la gestión y del control de la incapacidad temporal. 

 
Madrid, 21 de febrero de 2017 


